	


Ponencia del Magistrado OMAR ALFREDO MORA DÍAZ.


En el juicio que por cobro de prestaciones sociales, daño moral y material, sigue el ciudadano MARCOS MOROCOIMA, representado judicialmente por las abogadas Delia Guevara Tineo y Nancy Campos contra la empresa SERENOS RESPONSABLES SERECA, C.A., representada judicialmente por las abogadas Marimir Aguilera y Mary Grindelia Echarry Mendoza; el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Monagas, con sede en Maturín, publicó sentencia en fecha 1° de junio de 2006, en la que declaró con lugar el recurso de apelación ejercido por la parte demandante contra la decisión de Primera Instancia, en consecuencia, declara parcialmente con lugar la demanda, condenando a la empresa al pago de lo acordado por la Primera Instancia más la indemnización correspondiente al artículo 567 de la Ley Orgánica del Trabajo.


Contra dicha decisión, la representación judicial de la parte demandante, anunció recurso de casación.


Recibido el expediente, se dio cuenta en Sala en fecha 8 de agosto de 2006, designándose Ponente al Magistrado OMAR ALFREDO MORA DÍAZ. 

Por auto de Sala fechado 11 de octubre 2006, se fijó la celebración de la audiencia oral, pública y contradictoria para el día catorce de noviembre del año en curso a las once de la mañana (11:00 a.m.), todo en acatamiento a lo dispuesto en el artículo 173 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.


Celebrado dicho acto, y habiendo esta Sala pronunciado su sentencia de manera inmediata, pasa a reproducir la misma en la oportunidad que ordena el artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en los siguientes términos:

RECURSO DE CASACIÓN ANUNCIADO POR LA PARTE DEMANDANTE


De conformidad con el ordinal 2° del artículo 313 del Código de Procedimiento Civil, en concordancia con el artículo 320 primer aparte, acusa el formalizante la infracción de los artículos 2 y 26 de la Constitución de la República de Venezuela, 12 y 15 del Código de Procedimiento Civil, artículos 1293 y 1193 del Código Civil, por falta de aplicación o errónea aplicación.

Señala el recurrente que la Alzada, hace una estimación muy baja en cuanto al daño moral dentro de los parámetros establecidos por el Tribunal Supremo de Justicia, ya que si bien es cierto que es potestativo del Juez determinar el quantum, no cabe duda la aplicabilidad de la norma ya que el examen de los hechos establece una certeza del hecho ilícito por parte de la demandada al colocar al trabajador en condiciones extremadamente peligrosas por el simple hecho de ser vigilante. Concluyendo de esta forma, en la errónea aplicación del artículo 1196 del Código Civil. 

En cuanto a este punto, arguye quien formaliza que la Alzada incurre en el error de interpretación de la norma que afectó el proceso lógico de establecer los hechos, de calificarlos y de llegar a través de ese análisis a una correcta aplicación de la misma, acorde con los principios de equidad. En este sentido, no se analizó la importancia del daño, la muerte del trabajador, la importancia que tenía para su padre, siendo este su único hijo y el sostén del hogar. De tal manera que, no se estudió la escala de los sufrimientos aplicables al padre, para llegar a una indemnización razonable, pues no se expresaron los hechos objetivos que sirvieron de cuantificación del daño, en cuanto que la suma de dinero debe tener en cuenta el sufrimiento del padre más que su edad y su capacidad física para seguir trabajando.

Igualmente alega que, se desaplican los artículos 87 y 89 de la Constitución, al negar el derecho a la seguridad que debe tener todo trabajador y se le discrimina por ser vigilante.

A decir del recurrente, la empresa no demostró la ausencia de culpabilidad, ya que con la inspección quedó demostrado que la empresa no tomo los cuidados necesarios para proteger al trabajador e impedir su muerte, en este sentido, la causa extraña si es imputable, ya que ninguna lamina de zinc puede proteger a nadie y menos en la zona donde ocurrieron los hechos, y en momentos en que la tecnología es la mejor arma del hombre.

Por otro lado, expone el recurrente que dentro de las obligaciones que establece la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo, está la que el Patrono tiene la responsabilidad de cumplir con el objetivo de “garantizar a los trabajadores las condiciones de seguridad, salud y bienestar, en un medio de trabajo adecuado y propicio para el ejercicio de sus facultades físicas y mentales”. 

Asimismo, el artículo 19 de la misma Ley, consagra una serie de deberes jurídicos que deben observar los patronos para cumplir con el objetivo general de garantizar la integridad física del trabajador, proveyendo al trabajador de las medidas de seguridad necesarias. Ahora bien, señala el recurrente que en este caso no ocurrió así, y a pesar de que se solicitó la indemnización del artículo 33 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo vigente para la época, éste no se aplicó, lo que evidencia una denegación de justicia, el cual es procedente dado que el padre del occiso es un campesino de muy pocos recursos y considerando que el patrono es responsable en los casos en el que el accidente de trabajo ocurra por la materialización de una condición riesgosa que el mismo conocía.

A la par, se denuncia la falta aplicación del artículo 1293 del Código Civil, por cuanto la empresa aún no ha pagado las prestaciones sociales.


Para decidir, la Sala observa:


Se desprende de la formalización presentada una falta de técnica casacional, que sin duda alguna no responde a los requisitos esenciales de este recurso.


Sin embargo, tanto de la lectura como de los alegatos expuestos en la audiencia oral, la denuncia principal se traduce en la inmotivación en la que incurre la Juzgadora de Alzada al momento de cuantificar el daño moral acordado, en este sentido, bajo este concepto será analizada la presente denuncia. Así se decide.


La Juzgadora de Alzada, cuantifica el daño moral reclamado por el demandante, bajo las siguientes consideraciones:

Siendo el demandante, padre de quien en vida fue trabajador de la empresa demandada y en virtud de que el reclamante, cuenta en la actualidad con 56 años de edad, pudiendo realizar una actividad productiva como la que en efecto realiza, como es la actividad agrícola, de manera que su condición económica-social, es la que corresponde a la de un trabajador del campo, considera esta Alzada, que para su sólo mantenimiento, el reclamante debe ser indemnizado por la cantidad de OCHO MILLONES DE BOLÍVARES…cantidad ésta que es justa, en virtud de lo ya expuesto y tomando en consideración el costo actual de la canasta alimentaria…


Esta Sala, en innumerables sentencias, ha dicho que:

La motivación, …, debe estar constituida por las razones de hecho y de derecho que dan los jueces como fundamento del dispositivo. Las primeras están formadas por el establecimiento de los hechos con ajustamiento a las pruebas que los demuestran; y las segundas, la aplicación a éstas de los preceptos legales y los principios doctrinarios atinentes.

La inmotivación, por el contrario, es el vicio que provoca la omisión de uno de los requisitos esenciales de la sentencia, que impone el artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, cuando ordena que todo fallo debe contener los motivos de hecho y de derecho de la decisión...”. (Sentencia N° 116 - 17 de febrero de 2004).


En este sentido, en cuanto a la cuantificación del daño moral, ciertamente dicha indemnización es acordada a discreción del juez, es decir, proveniente de la apreciación soberana y de la valoración que éste haga en virtud de los elementos que conforman la situación, sin embargo, la misma no puede ser arbitraria, es decir, deben señalarse los motivos en que se basa la estimación o desestimación del daño.


Al respecto, la Sala ha señalado en reiteradas sentencias, tales como en la sentencia N° 144 de fecha 7 de marzo de 2002, que el sentenciador que conoce de una acción por daño moral debe hacer un examen del caso en concreto, analizando los siguientes aspectos: a) la entidad (importancia) del daño, tanto físico como psíquico (la llamada escala de los sufrimientos morales); b) el grado de culpabilidad del accionado o su participación en el accidente o acto ilícito que causó el daño (según sea responsabilidad objetiva o subjetiva); c) la conducta de la víctima; d) grado de educación y cultura del reclamante; e) posición social y económica del reclamante, f) capacidad económica de la parte accionada; g) los posibles atenuantes a favor del responsable; h) el tipo de retribución satisfactoria que necesitaría la víctima para ocupar una situación similar a la anterior al accidente o enfermedad; y, por último, i) referencias pecuniarias estimadas por el Juez para tasar la indemnización que considera equitativa y justa para el caso concreto.
 


De tal manera que, visto lo expuesto por la Juzgadora de Alzada, resulta evidente para la Sala, la inmotivación en la que se incurre en el momento de cuantificar la indemnización por daño moral reclamado, en contravención con la jurisprudencia de esta Sala de Casación Social.


Así pues, resulta con lugar la denuncia presentada por el formalizante, en consecuencia, se declara con lugar el recurso de casación intentado, anulando esta Sala la decisión objeto de estudio. Así se decide.


Declarado con lugar el recurso de casación interpuesto, de conformidad con lo previsto en el artículo 175 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, la Sala desciende al fondo de las actas, y pasa a resolver el mérito de la controversia, en los siguientes términos:


Se reproduce lo expuesto y decidido por la Alzada en cuanto a la procedencia de la reclamación por concepto de prestaciones sociales y lo correspondiente a la indemnización, de conformidad con lo establecido en el artículo 567 de la Ley Orgánica del Trabajo, al considerarlas ajustadas a derecho.


Ahora bien, del análisis del hecho ocurrido, es decir, la muerte del trabajador en cumplimiento de sus funciones, se desprende, que el mismo sin duda alguna proviene de un tercero ajeno a las partes, es decir, en manos de antisociales, lo que no hubiere podido impedir o evitar la demandada, en virtud de las condiciones de modo, tiempo y lugar de la prestación del servicio.

De tal manera que, el hecho ocurrido, tal y como se evidencia y desprende de autos, no es atribuible a la empresa, es decir, no se logra demostrar el hecho ilícito del patrono que genere una responsabilidad distinta a la de una condenatoria por el daño moral objetivo, de conformidad con el artículo 560 de la Ley Orgánica del Trabajo. Así se decide.

Por ende, resultan improcedentes las reclamaciones efectuadas por el demandante, fundamentadas en el Código Civil y en la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente del Trabajo.

En este sentido, pasa la Sala a cuantificar el daño reclamado, tomando en consideración lo siguientes parámetros:


-La muerte del trabajador, fue producto de un hecho delictual generado por terceros, hecho, del cual hoy en día puede ser víctima cualquier sujeto (particulares o empresas) bien en el lugar de trabajo o fuera de éste;


-No se constata en autos la existencia por parte del patrono de algún hecho doloso, culpable, negligente o imprudente que haya provocado la muerte del trabajador, lo cual sin duda alguna, resulta un factor atenuante para la empresa demandada;


-En cuanto al nivel de participación de la víctima en el hecho ocurrido, se evidencia de la experticia judicial practicada, que el occiso no estimuló el lamentable hecho, constando medidas que éste pudo haber tomado en resguardo de su seguridad;


-La capacidad económica de la empresa. Se trata de una pequeña o mediana empresa, cuyo capital no resulta tan poderoso como el de aquellas grandes empresas, tales como el de la beneficiaria del servicio, en el presente caso;


-La necesidad económica del reclamante (padre de la víctima), no se equipara a la necesidad o el nivel de angustia de unos hijos menores o viuda de un trabajador fallecido, en este caso, se trata del padre quien sin duda alguna tiene iguales derechos, sin embargo, el demandante puede por sus medios mantenerse ya que se constata que el mismo realiza una actividad productiva como lo es, la actividad agrícola;


-De tal manera que, de conformidad con lo anterior y tomando en cuenta igualmente, el nivel cultural de la víctima y de su padre, así como el nivel de necesidad que pueda tener el demandante hacia el futuro, quien cuenta en la actualidad con 56 años de edad, llevan a la Sala a considerar, que el monto condenado por la sentenciadora de Alzada, es indiscutiblemente irrisorio, por lo que, estima la Sala por razones de equidad, condenar a la empresa al pago de Bs. CUARENTA MILLONES (Bs. 40.000.000,00) por concepto de daño moral. Así se decide.


Finalmente, de conformidad con el artículo 185 de la ley Orgánica Procesal del Trabajo, no precede en el presente caso la indexación de las prestaciones sociales. Solo serán condenadas en caso de incumplimiento voluntario a partir de la ejecución de la sentencia.

D E C I S I Ó N 


Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia en Sala de Casación Social, en nombre de la República y por autoridad de la Ley declara CON LUGAR el recurso de casación interpuesto por la parte actora, contra la sentencia dictada por el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Monagas, con sede en Maturín, en fecha 1° de junio de 2006, en consecuencia, SE ANULA el fallo recurrido, y se declara PARCIALMENTE CON LUGAR la demanda intentada por el ciudadano Marcos Morocoima.

No hay condenatoria en costas, en virtud de la declaratoria parcial de la acción intentada.


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los veinte (20) días del mes de noviembre de dos mil seis. Años: 196º de la Independencia y 147º de la Federación.
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